SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 026
RADICACIÓN: 660012204000 2019 00136 00
ACCIONANTE: MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / AUTO QUE IMPONE SANCIÓN EN INCIDENTE DE DESACATO / REQUISITOS PARA QUE PROCEDA EL AMPARO EN ESTOS CASOS / DEFECTO FÁCTICO / SE SANCIONÓ AL REPRESENTANTE JUDICIAL DE LA ENTIDAD ACCIONADA, QUE NO OSTENTA LA REPRESENTACIÓN LEGAL DE LA MISMA.
De igual manera y en relación con la interposición de acciones constitucionales contra decisiones que resuelven incidentes de desacato, la Corte Constitucional en sentencia de unificación SU-034 de 2018,  indicó que para enervar mediante acción de tutela la providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los siguientes requisitos: “i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la acción de tutela es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–. ii)    Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales específicas (defectos). iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar de oficio”. (…)
En cuanto a las causales de procedencia específica, y no obstante que el actor no hizo alusión a alguna de ellas, estima la Sala que podríamos hallarnos frente a un defecto fáctico, por cuanto la titular del Juzgado Sexto Penal Municipal con antelación a adoptar la decisión dentro del trámite incidental, carecía del apoyo probatorio necesario que le permitiera establecer, sin equívoco alguno, que el señor Miguel Ángel Contreras fuera en realidad el llamado a responder por el acatamiento del fallo constitucional. (…)
Conforme a ese Certificado de Existencia, y que fuera tenido en cuenta por los funcionarios de instancia para determinar qué servidores de Cosmitet debían ser atados a dicho trámite, no queda duda alguna que lo era Miguel Ángel Duarte Quintero -como Gerente- y Dionisio Manuel Alandete Herrera -Presidente-, mas no el señor Miguel Ángel Contreras Mora, quien además de ser un apoderado judicial de dicha empresa, al parecer es el Director de la Agencia en esta ciudad, pero sin facultad alguna de representar legalmente a la entidad, por lo que la orden emitida para el cumplimiento del fallo de tutela proferida a favor del señor Bladimir Cano Peñaranda, no podía haberle sido adjudicada a él, como primer obligado.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta (30) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)

Acta de Aprobación N° 881
Hora: 10:10 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado judicial por el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA contra los Juzgados Sexto Penal Municipal con función de control de garantías y Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y defensa.
2.- SOLICITUD 

Lo narrado por el abogado del accionante se puede sintetizar así: (i) el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías tramitó acción de tutela contra COSMITET, donde aparecía como actor el señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA, en la cual ordenó la atención integral de su salud, sin individualizar el encargado de acatar el fallo; (ii) en agosto 8 de 2019 ordenó la apertura de incidente de desacato en contra de MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA en su calidad de Director de Agencia de COSMITET LTDA. en Pereira (Rda.); (iii) el señor CONTRERAS MORA no es representante legal de dicha entidad, en tanto quienes ejercen las funciones de autorización de cirugías en Risaralda son los Coordinadores Médicos; (iv) el accionante solo funge como apoderado general con facultades de representación judicial, no de representante legal al no tener responsabilidad de acatar fallos de tutela, disponibilidad para contratar, ni dar órdenes a la Coordinación Médica o al área de referencia de COSMITET en Pereira; (v) conforme el Certificado de Existencia de la Cámara de Comercio quienes aparecen registrados son el Dr. DIONISIO MANUEL ALANDENTE HERRERA, como Presidente, y el Dr. MIGUEL ÁNGEL DUARTE QUINTERO como representante legal, responsables de cumplir el fallo al poseer disponibilidad de contratación y presupuestal; (vi) en agosto 23 de 2019 el Juzgado Sexto emite sanción contra MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA con 3 días de arresto y multa de 1 salario mínimo, frente a lo cual solicitó la nulidad por  indebida notificación e individualización, pero el Juzgado Séptimo mediante decisión de septiembre 10 de 2019, no acepta lo pedido; (vii) estima que se ha incurrido en vulneración de derechos fundamentales del señor CONTRERAS MORA al no ser el responsable de atender el fallo constitucional, sin que contra las determinaciones adoptadas exista otro medio de defensa judicial, y (viii) el juez no realizó un examen exhaustivo de lo ordenado en el fallo de tutela, al no haber individualizado la misma, y al pronunciar sanción debió tener en cuenta las personas encargadas de su cumplimiento.

Pide en consecuencia lo siguiente: (i) se deje sin efecto la apertura del incidente de desacato de agosto 08 de 2019 emanado del Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, así como los oficios emitidos por ese despacho donde se sanciona a MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS con 3 días de arresto y multa de 1 salario mínimo, y el proferido por el Juzgado Séptimo donde confirma tal proveído; (ii) se levante la orden de arresto y multa, y (iii) en su lugar se dé apertura nuevamente al incidente y se vincule a MIGUEL ÁNGEL DUARTE QUINTERO, representante legal de COSMITET y a DIONISIO MANUEL ALANDENTE HERRERA, como su Presidente.

3.- CONTESTACIÓN
Por parte del despacho se corrió traslado de la tutela a los titulares de los despachos accionados, e igualmente se dispuso vincular de manera oficiosa al señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA, a quien fungió como su apoderado y a los agentes del Ministerio Público que intervienen ante los referidos Juzgados.  Al respecto se pronunciaron los siguientes:

- El señor Juez Séptimo Penal del Circuito, informa lo siguiente: (i) conoció en grado de consulta el incidente de desacato promovido por BLADIMIR CANO contra COSMITET, a raíz de la sanción proferida en agosto 23 de 2019 por el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira; (ii) al ser el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA administrador principal de dicha Agencia, tiene la responsabilidad en la prestación de los servicios de salud, toda vez que en el Certificado de la Cámara de Comercio se advierte que prestan actividades médicas y lo demandado por el actor fue la “implantación definitiva de un Neuroestimulador”; (iii) el Certificado de Existencia de COSMITET a nivel nacional, le confiere al Dr. CONTRERAS MORA poder para representar legalmente a dicha entidad en temas judiciales y taxativamente dice: “para ejercer todo acto válido en derecho de manera que la sociedad COSMITET […] siempre está adecuadamente representada en todos los asuntos judiciales […]”, y por ende carga con la responsabilidad de dar cumplimiento a la tutela; (iv) lo relativo a la indebida notificación fue objeto de pronunciamiento en sede de consulta, y (v) pide se desestimen las pretensiones de la tutela.
- La titular del Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), luego de hacer alusión al trámite surtido dentro del incidente de desacato que allí se tramitó, considera que no existió indebida  individualización de la persona encargada de cumplir el fallo, esto es el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, como primer obligado, al tenerse certeza y conocimiento, conforme los certificados de Existencia y Representación Legal de COSMITET que era quien representaba a la entidad a nivel local, ni hubo indebida notificación por cuanto al mismo se le dio traslado de la queja que presentó el incidentista, pero aun así COSMITET desatendió el reclamo de este, pese a los requerimientos enviados, y solo al momento de emitirse sanción piden la nulidad, con lo que demuestran una actitud indiferente frente al servicio médico pretendido. Estima que no se han vulnerado los derechos del accionante.

- El señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA, pide que hagan valer sus derechos los cuales siente vulnerados por los representantes legales de COSMITET quienes han evadido su responsabilidad desde hace varios años al no otorgarle el procedimiento ordenado, en tanto lo único que han hecho es efectuarle revaloraciones con especialistas que ellos mismos escogen y los cuales han confirmado la imperiosa necesidad del implante del neuro modulador, en tanto su vida es un caos al tener que soportar un dolor incontrolable e intratable, y lo único que tiene claro es que a COSMITET no le interesa su bienestar ni su vida. 

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.

Así mismo por parte de la Sala se realizó inspección judicial al trámite del incidente de desacato que se adelantó ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, y con las copias obtenidas se conformó un cuaderno de anexos.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1983/2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a la Corporación si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor CONTRERAS MORA concurre ante el juez constitucional por intermedio de apoderado, con el fin de que se amparen sus derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y derecho a la defensa, los cuales estima vulnerados por los Juzgados Sexto Penal Municipal con función de control de garantías y Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), quienes dentro del incidente de desacato que se adelantó, con ocasión de la acción de tutela interpuesta por el ciudadano BLADIMIR CANO PEÑARANDA, lo sancionaron con tres días de arresto y multa de un salario mínimo legal mensual, al no cumplir la orden constitucional dictada en dicho asunto, al considerar que no era él, sino otros servidores de COSMITET los llamados a atender tal sentencia.

Con antelación a ingresar en el análisis de fondo, la Colegiatura considera pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
 de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

De igual manera y en relación con la interposición de acciones constitucionales contra decisiones que resuelven incidentes de desacato, la Corte Constitucional en sentencia de unificación SU-034 de 2018,  indicó que para enervar mediante acción de tutela la providencia que resuelve un incidente de desacato, es preciso que se reúnan los siguientes requisitos: “i) La decisión dictada en el trámite de desacato se encuentre ejecutoriada; es decir que la acción de tutela es improcedente si se interpone antes de finalizado el trámite –incluido el grado jurisdiccional de consulta, si es del caso–. ii)    Se acrediten los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y se sustente, por lo menos, la configuración una de las causales específicas (defectos). iii) Los argumentos del promotor de la acción de tutela deben ser consistentes con lo planteado por él en el trámite del incidente de desacato, de manera que a) no debe traer a colación alegaciones nuevas, que dejó de expresar en el incidente de desacato, y b) no puede solicitar nuevas pruebas que no fueron pedidas en un principio dentro del desacato y que el juez no tenía que practicar de oficio.
Para establecer si se cumplen los requisitos generales de procedibilidad de la acción constitucional contra la decisión judicial aludida, se debe analizar lo siguiente:

· Relevancia constitucional: El caso evidentemente la reviste, por cuanto de la información suministrada por el accionante, podría evidenciarse la vulneración a sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa e incluso la libertad, por cuanto a raíz de la decisión emitida en su contra, se dispuso su detención con el fin de cumplir la sanción de arresto por espacio de tres días.

· Agotamiento de recursos ordinarios: En este asunto es evidente que contra la decisión emitida por el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, solo procedía la consulta, misma que efectuó el Juzgado Séptimo Penal del Circuito, sin poder acceder a instancia adicional para controvertir lo allí dispuesto.

· Inmediatez: Es evidente que acá se presenta, toda vez que las providencias que tilda vulneradoras de sus derechos, fueron pronunciadas en agosto 23 y septiembre 6 de 2019.
· Que la irregularidad procesal tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de derechos fundamentales: Los reparos frente a este tema los hace consistir en que los funcionarios de instancia, procedieron a vincularlo al incidente de desacato, cuando carece de la condición de representante legal de COSMITET y por ende no podría ser tenido como el obligado a acatar la acción de tutela proferida a favor del señor BLADIMIR CANO.
· Que el actor identifique de forma razonable los hechos que generan violación y que la misma haya sido alegada en el interior del proceso judicial, siempre y cuando esto hubiere sido posible: Los hace consistir el accionante, en que por parte del Juzgado Sexto con función de control de garantías fue atado al incidente de desacato, al considerar que ostenta la calidad de representante legal de COSMITET, ya que esta radica en cabeza del señor MIGUEL ÁNGEL DUARTE QUINTERO, y en consecuencia debió ser este el obligado a acatar el fallo constitucional; y no obstante que por intermedio de su defensor se solicitó al Juzgado Séptimo la nulidad de lo actuado por irregularidades en la notificación y en la vinculación, tal petición se despachó desfavorablemente.
· Que no se trate de sentencias de tutela. La acción acá presentada lo fue contra las decisiones dictadas dentro del incidente de desacato.
En cuanto a las causales de procedencia específica, y no obstante que el actor no hizo alusión a alguna de ellas, estima la Sala que podríamos hallarnos frente a un defecto fáctico, por cuanto la titular del Juzgado Sexto Penal Municipal con antelación a adoptar la decisión dentro del trámite incidental, carecía del apoyo probatorio necesario que le permitiera establecer, sin equívoco alguno, que el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS fuera en realidad el llamado a responder por el acatamiento del fallo constitucional.
En criterio del Tribunal, la tutela sí cumple los requisitos de procedencia, y en consecuencia se procederá a estudiar de fondo el caso debatido.

Como así lo tiene reglado el artículo 29 Superior, el derecho al debido proceso tiene por finalidad resguardar garantías básicas o esenciales de cualquier tipo de proceso, con el fin de: “proteger a los ciudadanos contra los abusos o desviaciones de poder por parte de las autoridades, originadas no solo de las actuaciones procesales sino de las decisiones que se adopten y puedan afectar injustamente los derechos e intereses legítimos de aquellos”
. Así mismo, ha señalado también la jurisprudencia que el derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso, siendo definida por el Alto Tribunal Constitucional
 como: “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejercitar los recursos que la otorga.”
De acuerdo con la información que reposa en el dosier, conforme a lo indicado por el tutelante y por el despacho accionado, se encuentra acreditado lo siguiente:

- El señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA interpuso acción de tutela contra COSMITET LTDA, que fuera asignada al Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, misma que fuera fallada a su favor en mayo 25 de 2011 -el mes no aparece en el encabezado de la sentencia, pero se desprende por la fecha en que se interpuso la acción
-, y en la cual se le ordenó a la entidad demandada, que además de hacerle entrega de las medicinas allí ordenadas, le prestara el tratamiento integral para su patología.
- En julio 08 de 2019, el señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA solicitó que se diera inicio al incidente de desacato, por cuanto COSMITET no ha cumplido con la implantación de un Neuromodulador Espinal que le fue prescrito por el especialista tratante, por lo cual por auto de julio 09, se dispuso requerir al Dr. MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA para que acate el fallo, lo cual se le comunicó por oficio recibido en COSMITET en julio 12 de 2019
.

- Con fundamento en el silencio de dicho servidor, por auto de julio 26 de 2019 se ordenó oficiar al Dr. DIONISIO ALANDENTE HERRERA, Presidente de COSMITET, y superior jerárquico del Dr. CONTRERAS MORA, para que hiciera cumplir el fallo e iniciara el trámite disciplinario a que hubiere lugar, lo cual igualmente comunicó a este último
.

- Nuevamente y frente al silencio de los mencionados servidores, por auto de agosto 08 de 2019, dio apertura formal al incidente de desacato contra los doctores DIONISIO ALANDENTE HERRERA y MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA -Presidente y representante legal de COSMITET, respectivamente-, a quienes les concedió un término de 48 horas para que ejercieran su derecho a la defensa, enterándoseles de dicha determinación
, sin haber efectuado pronunciamiento alguno.
- Ante lo anterior, mediante decisión de agosto 23 de 2019 se consideró que los referidos servidores incurrieron en desacato de la tutela proferida a favor de BLADIMIR CANO y los sancionó, a cada uno, con tres días de arresto y multa equivalente a un salario mínimo legal mensual, y se dispuso enviar la actuación para que se surtiera el grado de consulta, de lo cual se les notificó lo pertinente
.

- En septiembre 04 de 2019, el apoderado de COSMITET envío escrito al Juzgado por medio del cual solicitó la nulidad por indebida notificación e individualización del obligado de acatar el fallo
.

- El trámite le fue asignado al Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), el cual por auto de septiembre 06 de 2019 confirmó la decisión emitida en primera instancia, al aducir, entre otras razones, que en el Certificado de Existencia y Representación Legal de la Cámara de Comercio a nivel nacional se le confiere al Dr. MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, poder para representar legalmente a la COSMITET en asuntos judiciales.
De lo anterior debemos empezar por decir que el fallo constitucional fue emitido en contra de COSMITET LTDA., al ser esta la entidad a la cual se encuentra afiliado el actor, y por ende la llamada a cumplir con la orden judicial. Y si bien allí no se individualizó la persona encargada de tal prestación, es evidente que ello debe hacerse, no al momento de pronunciar el fallo de tutela, sino en el evento en que requiera adelantarse el incidente de desacato, momento en el cual se debe tener claridad acerca de quiénes son los funcionarios obligados a su acatamiento.

En este caso, para los despachos accionados el comprometido en primera instancia a observar el fallo constitucional era el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, por ser el Director de la Agencia de COSMITET en Pereira y representante legal. En contravía de ello, para el Tribunal de la misma documentación que tuvieron a su disposición los funcionarios demandados, se advierte que no era este sino el Gerente de COSMITET a quien le competía tal labor.
Lo anterior lo sostenemos por cuanto del Certificado de Existencia y representación de la Cámara de Comercio de Bogotá se aprecia sin equívoco alguno, que las personas que ostentan la condición de Presidente y Gerente de COSMITET LTDA. son DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA y MIGUEL ÁNGEL DUARTE QUINTERO, y en ese mismo documento se aprecian cuáles son las funciones de estos en su condición de representantes legales de la empresa, entre las cuales se encuentra la de constituir los apoderados especiales que juzguen necesarios para representar a la sociedad judicial o extrajudicialmente.

Mírese que precisamente el señor DUARTE QUINTERO, en su condición de Gerente de COSMITET, por medio de diferentes escrituras públicas y en su calidad de “Representante Legal de la Sociedad”, le otorgó poder general a diferentes profesionales del derecho
 para llevar la: “representación legal de la empresa COSMITET […] en la jurisdicción laboral y de seguridad social, civil, penal y contencioso administrativa en que deba comparecer dicha sociedad […]”, y precisamente mediante Escritura Nº 700 de a Notaría 14 de Cali, de abril 25 de 2019, le confiere entre otros, al Dr. MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, tal calidad
, ninguna otra.
Y aunque al parecer dicha persona es el Director de la Agencia de COSMITET en Pereira -de lo cual nada se acreditó-, ello per se no lo habilita para ser considerado como representante legal de la misma, pues como así se indicó por parte de su apoderado, el artículo 264 C.Co establece que: “son agencias de una sociedad sus establecimientos de comercio, cuyos administradores carecen de poder para representarla”.
No obstante que en el aludido certificado se dice que el señor CONTRERAS MORA ostenta la calidad de “representante legal”, para la Corporación tal término fue lo que muy seguramente hizo incurrir en equívoco a los funcionarios judiciales, pero lo que en su momento no se advirtió es que tal representación es exclusivamente para temas judiciales, esto es, para atender los asuntos que se tramiten ante diversas jurisdicciones en las que se vea inmersa COSMITET, mas no para que el señor CONTRERAS MORA, o los otros cinco profesionales del derecho a quienes se les concedió tal poder, fueran los representantes legales de dicha empresa. De haber sido así como lo plantearon los despachos accionados, entonces a dicho incidente debieron haber sido vinculados todos los ostentaban tal calidad, en tanto se les otorgó esa misma “representación legal” que para la Sala, se itera, no lo es como de su acepción se desprende, sino para actuar como apoderados judiciales.  
Conforme a ese Certificado de Existencia, y que fuera tenido en cuenta por los funcionarios de instancia para determinar qué servidores de COSMITET debían ser atados a dicho trámite, no queda duda alguna que lo era MIGUEL ÁNGEL DUARTE QUINTERO -como Gerente- y DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA -Presidente-, mas no el señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, quien además de ser un apoderado judicial de dicha empresa, al parecer es el Director de la Agencia en esta ciudad, pero sin facultad alguna de representar legalmente a la entidad, por lo que la orden emitida para el cumplimiento del fallo de tutela proferida a favor del señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA, no podía haberle sido adjudicada a él, como primer obligado.
Ahora bien, no puede desconocer el Tribunal, que sea quien fuera por parte de COSMITET el encargado de atender la orden judicial, la misma sigue sin ser acatada, como se advierte de lo informado por parte del afectado, cuando bien podrían haber gestionado lo pertinente para procurar que le fuera realizado el procedimiento que le fue prescrito por su especialista tratante, lo que por su puesto debería ser objeto de reproche por la vía del incidente de desacato.

Se observa igualmente, que durante dicho trámite incidental por parte de COSMITET se guardó absoluto silencio, cuando su deber era comunicar a tiempo tal situación para que los funcionarios de instancia adecuaran su proceder, pero solo vinieron a pronunciarse luego de haberse dictado un primer pronunciamiento, y aunque en sede de consulta mostraron su inconformidad, el juez Séptimo desatendió sus pedimentos, más concretamente en punto de la indebida notificación, por cuanto en lo relativo a la carencia de representación legal del señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS nada dijo al respecto, y solo con ocasión de esta acción hizo alusión a tal circunstancia.
Surge diáfano por tanto que en este caso se evidencia una vulneración al debido proceso al haberse vinculado a dicho asunto a una persona que jurídicamente no tiene la capacidad de cumplir lo ordenado en sede constitucional, al no ostentar la representación legal de COSMITET, y por ello el trámite debe adecuarse para garantizar no solo tal garantía fundamental, sino además el derecho a la defensa que le asiste a todos los allí involucrados.

En ese orden de ideas, y como quiera que en desarrollo del procedimiento adelantado por los Juzgados Sexto Penal Municipal con función de garantías y Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), dentro del incidente de desacato propuesto por el ciudadano BLADIMIR CANO PEÑARANDA, se vulneró el derecho fundamental al debido proceso que le asiste al señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, se procederá a su protección.
Como consecuencia de lo anterior, se decretará la nulidad de lo actuado a partir del auto de julio 09 de 2019, inclusive, momento en el cual se dispuso requerir al señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA para atender la tutela dictada a favor del señor CANO PEÑARANDA, con miras a que la misma se dirija contra el Gerente de COSMITET, en cabeza del señor MIGUEL ÁNGEL  DUARTE QUINTERO, y en el evento de no ser acatado el fallo, se vincule a su superior jerárquico, esto es, al funcionario DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA. 
Corolario de lo anterior, las providencias emitidas por los referidos Juzgados, y por medio de las cuales se sancionó al señor CONTRERAS MORA, se dejarán sin efectos, así como las órdenes proferidas con fundamento en ello, por lo cual se ordenará al Juzgado Sexto que proceda a cancelar la medida restrictiva de la libertad, que con ocasión de dicho asunto fue proferida en contra del accionante. Tal determinación se hace extensiva al señor DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA, quien fuera igualmente sancionado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental al debido proceso del que es titular el ciudadano MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA.
SEGUNDO: SE DECRETA LA NULIDAD de la actuación adelantada por el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías, dentro del incidente de desacato instaurado por el señor BLADIMIR CANO PEÑARANDA, contra funcionarios de COSMITET LTDA, a partir del auto de julio 09 de 2019, inclusive, para que el requerimiento previo se dirija contra el Gerente de dicha entidad, en cabeza del señor MIGUEL ÁNGEL  DUARTE QUINTERO, y en el evento de no ser acatado el fallo se vincule a su superior jerárquico, esto es, al funcionario DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA.  

TERCERO: Como consecuencia de lo anterior, se DEJAN SIN EFECTOS las providencias emitidas por el Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías en agosto 23 de 2019 por medio de la cual se sancionó al señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA, y la dictada en sede de consulta en septiembre 06 de 2019 por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, por medio de la cual se confirmó la primera determinación.

CUARTO: Se ORDENA al Juzgado Sexto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), que proceda a cancelar de manera inmediata la medida restrictiva de la libertad y pecuniaria que con ocasión de dicho asunto fue librada en contra del señor MIGUEL ÁNGEL CONTRERAS MORA. Igualmente, aquella que en esa oportunidad fuera proferida en contra del señor DIONISIO MANUEL ALANDETE HERRERA.
QUINTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� Sentencia T-751A de 1999.


� Sentencia C-025 de 2009.


� Ver folio 3, cuaderno de anexos.


� Ver folios 10 y 11, cuaderno de anexos.


� Ver folios 12 a 14 cuaderno de anexos.


� Ver folios 15 a 17 cuaderno de anexos.


� Ver folios 18 a 22 cuaderno de anexos.


� Ver folios 23 a 37 cuaderno de anexos.


� Ver folios 32 al 34 cuaderno de anexos.


� Ver folio 34 vto. cuaderno de anexos.
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